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           Asunción, 
  
VISTO: El expediente N° 00000000000 y otros del sumario administrativo instruido a la firma NN con RUC 00, (en 
adelante NN y; 
 
CONSIDERANDO: Que por medio de la Nota DGGC N° 00 notificada el 00/00/0000 a través de la Dirección General de 
Grandes Contribuyentes (DGGC), la SET dispuso la fiscalización de las obligaciones del IVA General y del IRACIS General 
de NN, y para tal efecto le requirió la presentación de los comprobantes originales que respaldan las compras 
realizadas de XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX, XX Y XX, así como la aclaración de la forma de pago por las 
compras realizadas, su afectación, los contratos y los libros contables, todo lo cual fue presentado por la firma. 
 
La verificación tuvo su origen en los trabajos de investigación realizados por la SET (mega evasión fiscal), en los cuales 
detectó mediante el cruce de informaciones la existencia de “empresas de maletín”, inscriptas como contribuyentes 
con el objeto de proveer facturas a varias firmas con el fin de hacer valer el monto del IVA incluido en dichos 
comprobantes como crédito fiscal, y como costos y gastos para el IRACIS, en perjuicio del Fisco. Empresas y personas 
físicas que además, no contaban con una infraestructura mínima adecuada para prestar los servicios o proveer los 
bienes individualizados en las facturas, y tenían como Contadores a XX Y XX. 
 
Con base en los elementos señalados, la SET realizó la denuncia ante el Ministerio Público (MP), generándose la Causa 
Fiscal N°0/0000 caratulada: “Investigación Fiscal S/Producción de documentos no auténticos”, en cuyo marco, el 
00/00/0000 dicha institución realizó el allanamiento de las oficinas pertenecientes al Contador XX, y se incautaron 
documentaciones contables pertenecientes a los contribuyentes investigados. Así también, el MP realizó 
procedimientos de constatación y tomó declaraciones testificales a varias personas involucradas, mientras que la SET 
entrevistó a los supuestos proveedores; diligencias que permitieron concluir que los mismos no tenían vinculación 
comercial con sus supuestos clientes. Incluso varios de ellos manifestaron no haberse inscripto como contribuyentes en 
el RUC. Las documentaciones incautadas por la Fiscalía fueron remitidas en formato escaneado a la SET por medio de la 
Nota N°00 del 00/00/0000.  
 
Durante la fiscalización, los auditores de la SET detectaron que NN declaró costos en el IRACIS respaldados con 
comprobantes emitidos por el supuesto proveedor XX (XX.), y los utilizó en sus declaraciones juradas de los ejercicios 
fiscales de 0000 y de 0000 al haberlos incluido en sus Libros de Compras del IVA que presentó a través del módulo 
Hechauka del Sistema Marangatu, al igual que en los referidos Libros y en el Libro Mayor que en forma impresa 
presentó durante el control.  
 
Con base en estos hechos, los auditores de la SET desafectaron dichas facturas cuestionadas y reliquidaron el tributo, 
de la cual no surgieron saldos a favor del Fisco en razón de que la firma contaba con saldos a su favor, y recomendaron 
la calificación de su conducta como Defraudación, de conformidad a lo dispuesto en el Art. 172 de la Ley N° 125/91 (la 
Ley) y la aplicación de la multa del 300% sobre el tributo defraudado, conforme al siguiente detalle: 
 

OBLIGACIÓN 
EJERCICIO 

FISCAL 

MONTO IMPONIBLE 
S/LAS FACTURAS 
CUESTIONADAS 

IMPUESTO INCLUIDO EN 
LOS COMPROBANTES 

UTILIZADOS 

MULTA 300% S/ IMPUESTOS 
DEFRAUDADOS  

MULTA A 
INGRESAR G 

IRACIS 2010 108.004.900 10.800.490 32.401.470 32.401.470 

IRACIS 2011 208.764.200 20.876.420 62.629.260 62.629.260 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

TOTAL 316.769.100 31.676.910 95.030.730 96.830.730 

 

A fin de precautelar las garantías constitucionales de la Defensa y el Debido Proceso, por J.I. Nº000 del 00/00/0000, la 
Dirección de Planificación y Técnica Tributaria (DPTT) dispuso la instrucción del sumario administrativo, conforme lo 
dispone el Art. 225 de la Ley, que prevé el procedimiento para la aplicación de sanciones, lo cual fue notificado por 
cédula el 00/00/00. 
 
Luego de haber practicado todas las diligencias tendientes al esclarecimiento de los hechos, mediante el J.I. N ° 000 del 
00/00/0000, se llamó a autos para resolver. 
 
Asimismo, el 00/00/00 la representante convencional de NN presentó mediante el expediente N° 00000000000 un 
escrito en el cual señaló que no existió un perjuicio fiscal ocasionado por su representado, por lo que considera 
improcedente  la aplicación de la multa expuesta en el Acta Final. Por otro lado, señaló que por motivos de economía 
procesal, procederá a rectificar las DDJJ respectivas  y que acepta el pago de la multa por defraudación.  
 
Siendo así, el allanamiento importa el reconocimiento del derecho material invocado en la demanda y 
consecuentemente la renuncia a oponerse a la pretensión del actor, conforme al numeral 6) de los artículos 212 y 225 
de la Ley, que señalan que si el contribuyente manifestare su conformidad con las impugnaciones o cargos, se dictará 
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sin más trámite el acto de determinación.  No obstante, el DSR2 analizó los antecedentes agregados en el sumario 
administrativo, conforme se expone a continuación: 
 
SOLICITUD DE CADUCIDAD DE LA INSTANCIA 
La firma NN argumentó que “se cumplieron con todas las situaciones previstas en la Ley N° 4.679/12” y que “Los 
alegatos fueron presentados en fecha 00/00/0000, con lo cual el plazo para dictar resolución venció el 00/00/0000… 
Ante la falta de pronunciamiento de la Administración Tributaria, en fecha 00/00/0000, hemos urgido el 
pronunciamiento, sin que a la fecha, la referida autoridad haya dictado resolución…Ante dicha situación, resulta 
aplicable la perención de la instancia conforme lo dispone la Ley N° 4.679/12, en sus artículos 6° y 13°…”. 
 
El DSR2 verificó los antecedentes y constató que no es cierto lo que NN alega, pues desde la instrucción del sumario 
administrativo hasta que se llamó a autos para resolver se realizaron todas las diligencias necesarias para el 
esclarecimiento de los hechos, otorgando para ello incluso las prórrogas que la propia firma solicitó, en cuanto a la 
apertura de la causa a prueba y para la presentación del poder. 
 
Al respecto, el DSR2 indicó que el Art. 6º de la referida Ley N° 4.679/12 hace relación a la posibilidad de presentar el 
urgimiento para la resolución del caso y establece el plazo para el mismo, pero la norma no contempla que 
consecuentemente deba declararse la perención de la instancia por tal incumplimiento; ya que para tal efecto 
indiscutiblemente debe cumplirse el plazo referido en el Art. 11 de dicha Ley (seis meses). 
 
Que en el presente sumario no opera la caducidad, puesto que al momento de la presentación del urgimiento de 
trámite el caso ya se encontraba en la etapa de “autos para resolver” de acuerdo al J.I. Nº 000 del 00/00/0000 (fs. 00 del 
Exp. N° 00000000000), es decir las etapas procesales del sumario habían precluído y tal como el Art. 176 del Código 
Procesal Civil -el cual es aplicable de manera supletoria a la Ley Nº 125/91- claramente contempla que “No se producirá 
la caducidad… c) cuando los procesos estuvieren pendientes de alguna resolución…”, por lo que el argumento de NN 
resulta totalmente improcedente. 
 
En ese sentido, XX refiere en el Código Procesal Civil Comentado y Concordado- Séptima Edición (2006) Páginas 348-
350 que es sabido que la Caducidad o Perención está definida como un modo de culminación del proceso, 
producido por la inactividad de las partes durante el plazo señalado por la Ley, a falta del impulso procesal en una 
determinada etapa del proceso, es decir puede producirse solamente ante la ausencia de actividad tendiente a avanzar 
en el proceso, situación que no se observa en el presente caso, pues todas las etapas se cumplieron hasta la resolución 
de autos para resolver.  
 
VERIFICACIÓN EFECTUADA POR LA DGGC 
NN alegó que “la función de la Dirección General de Grandes Contribuyentes consiste en controlar el cumplimiento 
correcto de las obligaciones tributarias de los contribuyentes sometidos a su jurisdicción”. 
 
El DSR2 señaló que el Art. 189 de la Ley N° 125/91 y el Art. 27 de la Ley N° 2421/04 autoriza a la SET a fiscalizar y 
controlar a los contribuyentes SIN EXCEPCIÓN y sin hacer mención taxativa de que los mismos deben ser fiscalizados 
por una u otra Dirección, motivo por el cual el DSR2 concluyó que resulta legítimo el trabajo realizado por la Dirección 
General de Grandes Contribuyentes. Por lo demás, que el control haya sido realizado en una u otra Dirección, no le 
causó gravamen irreparable alguno a la sumariada. 
 
Por otro lado, la nulidad alegada por la firma, debe fundarse en una irregularidad o arbitrariedad de tal magnitud, que 
su simple ocurrencia produzca algún daño o indefensión a la parte quien dice haberse agraviado por este hecho, lo cual 
en este caso no ocurrió, pues NN no presentó elemento alguno que demuestre indefensión o refute las diferencias e 
inconsistencias detectadas por la SET. 
 
DEL PROCESO DE CONTROL INTERNO 
Respecto al tipo de control efectuado, argumentó que “vemos que las únicas que permiten a la Administración 
Tributaria solicitar documentos a los contribuyentes para verificar el correcto cumplimiento de la obligación tributaria, 
son las fiscalizaciones puntuales o integrales; en cambio, los controles, implican la verificación mediante datos que ya 
obran en los sistemas de la Administración Tributaria…En efecto, el requerimiento de documentación, implica una 
carga para el contribuyente y determina el inicio de una fiscalización, debiendo la AT ajustarse a las normas que la 
rigen”, y que como prueba de ello, el Dpto. Revisor había referenciado en su dictamen artículos que guardan relación 
con los procesos de fiscalización. Agregó además que “fue objeto de una fiscalización integral que abarcó todos los 
tributos (IVA e IRACIS) de los ejercicios y periodos comprendidos entre el 0000 y el 0000…”. 
 
El DSR2 concluyó que lo alegado por NN carece totalmente de sustento, ya que las actuaciones llevadas a cabo por los 
auditores de la SET fueron ejecutadas en el marco de los artículos 186 y 189 de la Ley, es decir, consistió en un Control 
Interno, el cual conforme a lo establecido en el inc. c) del Art. 1° de la RG N° 4/2008, modificado por la RG N° 25/2014 
“… es la tarea de control que se basa en la contrastación de datos o informaciones proporcionados por el 
contribuyente, terceros, o los que surjan de otros sistemas o formas de análisis de informaciones, que podrá dar lugar a 
la determinación de obligaciones tributarias y a la aplicación de sanciones cuando correspondan.”  
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Asimismo, el DSR2 refirió que de la simple lectura de la Nota DGGC N° 000/0000 y del Informe de Verificación, queda 
más que claro que la verificación abarcó EXCLUSIVAMENTE las compras que NN declaró que realizó de determinados 
proveedores (fs. 0-0 del expediente N° 00000000000 y 00-00 del expediente N°00000000000). 
 
El DSR2 concluyó que las actuaciones de los auditores de la SET se han llevado a cabo en el marco de los requisitos 
establecidos en las normas reglamentarias. Desde el punto de vista estrictamente formal, dichas tareas han respetado 
rigurosamente tales parámetros y se adecuan en lo establecido en el Art. 196 de la Ley N° 125/91 que dispone que las 
actuaciones de la Administración Tributaria (y por ende, de los órganos que la componen), gozan de la presunción de 
legitimidad, siempre y cuando se enmarquen en los requisitos de legalidad, validez y forma respectivos, los cuales fueron 
considerados en este caso, por tanto son plenamente válidas. 
 
DEL EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA 
NN manifestó que la SET al haber mencionado en la Nota DGGC N° 000/0000 a los artículos 176, 186, 189 y 192 de la 
Ley y a la RG N° 62/11, “ha obrado con arbitrariedad, violando absolutamente todos los derechos de mi representada e 
incumpliendo con todas las normas aplicables a las fiscalizaciones”. 
 
Respecto al requerimiento de sus documentos, el DSR2 refirió que el Art. 189 de la Ley N° 125/91 establece que la 
“Administración Tributaria dispondrá de las más amplias facultades de administración y control y especialmente 
podrá…EXIGIR a los contribuyentes y responsables la exhibición de sus libros y documentos vinculados a la actividad 
gravada, así como requerir su comparecencia para proporcionar informaciones..."; y que el Art. 192 de la misma Ley, 
preceptúa que los contribuyentes ESTÁN OBLIGADOS a “PRESENTAR o exhibir a los funcionarios autorizados por la 
Administración, las declaraciones, informes, documentos, comprobantes de adquisición de mercaderías relacionados con 
hechos generadores de obligaciones tributarias, y formular las ampliaciones o aclaraciones que les fueren solicitadas”, 
disposición que resulta de OBSERVANCIA OBLIGATORIA para todos los contribuyentes, conforme a lo previsto en el 
Art. 186 de la Ley.  
 
Asimismo, con base en los artículos mencionados, la SET emitió la RG N° 62/11, la cual en su Art. 1° dispuso 
expresamente que “la expedición del Certificado de Cumplimiento Tributario, la autorización para el Timbrado de 
Documentos, la Impresión u otorgamiento de la Cédula Tributaria o Constancia de Inscripción en el RUC, procederán 
solo para los casos en que el contribuyente se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, 
formales y materiales. En caso que el contribuyente no cumpla con los requisitos señalados precedentemente…estará 
inhabilitado (bloqueado) para obtener los documentos señalados”.  
 
Por tanto, para el DSR2 queda más que claro que la SET está legalmente facultada a exigir a los contribuyentes la 
presentación de los documentos relacionados a sus actividades gravadas por los impuestos que la misma administra y 
en ese sentido, éstos están OBLIGADOS a remitir a disposición de la Administración toda la documentación requerida, 
de manera a facilitar las tareas de control, hecho que de ninguna manera implica arbitrariedad alguna. 
 
DE LA CUESTIÓN DE FONDO: UTILIZACIÓN DE COMPROBANTES RELACIONADOS A OPERACIONES QUE NO SON 
REALES EN LA LIQUIDACIÓN DEL IRACIS 
Recién durante el periodo probatorio, a través de su representante, NN manifestó que “los objetos adquiridos por mi 
representada de XX, fueron bienes de cambio, es decir, mercaderías adquiridas y posteriormente vendidas, 
generándose impuestos que NN abonó, hecho que no fue analizado por los fiscalizadores...porque las operaciones 
impugnadas fueron compras reales…fueron registradas en el Libro Diario y en el Libro Inventario, asentándose 
igualmente los pagos…”. 
 
Analizados los antecedentes del caso, el DSR2 concluyó que NN utilizó en sus declaraciones juradas los comprobantes 
emitidos por el supuesto proveedor XX, porque comprobó que los mismos fueron incluidos en sus Libros de Compras 
del IVA presentado ante la Administración Tributaria a través del Sistema Marangatu así como en sus libros contables 
que físicamente proveyó durante la fiscalización (expediente N°00000000000), y los montos de dichas compras 
coinciden con lo consignado en las declaraciones juradas. 
 
El DSR2 señaló que en los comprobantes NO se reflejan la realidad de las operaciones, porque constató que 
MATERIALMENTE ES IMPOSIBLE que quienes supuestamente actuaron como proveedores hayan suministrado los 
bienes y servicios descritos en las facturas utilizadas y porque los auditores de la SET constataron que estas empresas 
no poseen infraestructura necesaria, para la provisión de los bienes que NN declaró que adquirió de los mismos. 
 
EL DSR2 llegó a esta conclusión basado en que las firmas obrantes en los reportes de entrega de los documentos 
relacionados al timbrado N° 00000000 no corresponden a las de los representantes legales de XX., según el Dictamen 
Pericial Caligráfico efectuado por la Unidad de Investigación Interna del Ministerio de Hacienda que concluyó lo 
siguiente: “QUE LA FIRMAS DUBITADAS, DUDOSAS O CUESTIONADAS DE IMPRESIÓN DE TIMBRADO (4) OBJETOS DEL 
PRESENTE ANÁLISIS, NO PERTENECEN AL PUÑO Y LETRA DEL SR. NN, ES DECIR SON FALSAS” (fs. 133 del Exp. N° 
00000000000).  
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Asimismo, mediante un segundo Dictamen Pericial Caligráfico realizado por la misma dependencia del Ministerio de 
Hacienda, con relación al Formulario N°000 de cambio de información presentado ante la SET el 00/00/0000, así como 
las Actas de Asamblea y de Directorio proveídas por la Abogacía del Tesoro durante la fiscalización, se confirmó que las 
firmas estampadas en dichos documentos no son coincidentes con las firmas indubitadas de los representantes legales 
de XX (fs. 113-114 del Exp. N° 00000000000). Con base en estos hechos, el DSR2 comprobó que los documentos de 
respaldo de los timbrados proveídos por las imprentas autorizadas, no fueron solicitados ni retirados por quienes 
entonces eran los representantes legales de XX 
 
Otro elemento que el DSR2 consideró para concluir que las operaciones realizadas por estos tres proveedores NO SON 
REALES, fue el hecho de que el Sr. XX, propietario de XX, quien supuestamente imprimió los comprobantes 
cuestionados, afirmó que aquellos con timbrado N° 00000000 y N° 00000000 NO FUERON SOLICITADOS NI RETIRADOS 
POR SUS TITULARES, sino por el Sr. XX, del estudio contable XX (fs. 143-144 del expediente N° 00000000000).  
 
El DSR2 señaló también, que NN no demostró que las mercaderías hayan sido efectivamente adquiridas del proveedor 
cuestionado, pues si bien los registró en sus libros contables, ni siquiera presentó documento que pueda respaldar 
dicho registro, tales como contratos, recibos, etc. 
 
El DSR2 remarcó que ninguna de estas situaciones fue desvirtuada por NN, quien a pesar de haber tenido la 
oportunidad de ejercer objetivamente su defensa durante el sumario administrativo, no presentó siquiera una prueba 
que pudiera rebatirlas y simplemente se limitó a realizar cuestionamientos formales y no sobre la cuestión de fondo a 
fin de llegar a la verdad de los hechos.  
 
Por tanto, todas estas evidencias colectadas permitieron al DSR2 concluir válidamente que las operaciones que NN 
hizo valer ante la Administración Tributaria JAMÁS EXISTIERON. Por todo ello, el DSR2 concluyó que corresponde la 
impugnación de los referidos comprobantes así como la reliquidación del IRACIS efectuada por los auditores de la SET. 
 
RECTIFICACIÓN DE LAS DDJJ 
El DSR2 constató que la firma contribuyente rectificó sus Libros de Compras del IVA a través del módulo Hechauka del 
Sistema Marangatú de los periodos fiscales de 00, 00, 00 y 00/0000 y excluyó las facturas de XX que inicialmente había 
informado (fs. 145 del expediente N° 00000000000). 
 
Además, de acuerdo con lo verificado en el Sistema Marangatú, el 00/0/00 la firma rectificó sus DDJJ del IRACIS de los 
ejercicios 0000 y 0000, y el DSR2 constató que de las mismas fueron desafectados los comprobantes que respaldaron 
operaciones no existentes, y que impactaron indebidamente en el rubro de Costos de las DDJJ (fs. 9-12 del expediente 
N° 00000000000). 
 
CALIFICACIÓN DE LA CONDUCTA, APLICACIÓN DE SANCIONES Y ALLANAMIENTO AL PAGO DE LA MULTA 
Recién durante el periodo probatorio, NN se refirió sobre la calificación de su conducta y alegó que “Para que la 
Administración Tributaria pueda aplicar la multa por defraudación, la misma debió probar de manera fehaciente los 
tres elementos…, no existe prueba alguna de que mi representada haya tenido intención de defraudar al Fisco…nunca 
existió tributo alguno dejado de abonar por mi representada, por lo que resulta ilegal e imposible aplicar una multa 
cuya base de cálculo es 0 (cero)”. 
 
Mediante el expediente N° 00000000000 del 00/00/00, la representante de la firma señaló que “en ningún momento 
existió intención alguna de obtener algún beneficio indebido para la firma o perjudicar al Fisco, desprendiéndose ellos 
de los propios importes consignados en la reliquidación... si bien resultan improcedentes las multas que se pretenden 
aplicar, mi representada desea evitar la prolongación de la presente causa y verse obligada a llevarla a los tribunales. 
Por ello, abonando las multas reclamadas, pues los impuestos determinados equivalen a G 0, se daría por terminado el 
sumario, siendo ello beneficioso para la AT”. 
 
El DSR2 señaló, que el Art. 172 de la Ley no condiciona la existencia de la Defraudación a que exista una DETERMINACIÓN 
(deuda), sino claramente dispone que debe existir una conducta (acción u omisión) realizada por la contribuyente con el fin 
de provocar UN ENGAÑO O PERJUICIO AL FISCO, aunque en este caso el daño al Estado Paraguayo está representado por 
costos inexistentes que NN utilizó y trasladó en distintos periodos con el fin de acumular saldos a su favor, obteniendo 
así un beneficio indebido.  
 
La propia Ley establece que de confirmarse alguna de las presunciones establecidas en el Art. 173 del mismo cuerpo legal, con 
lo cual el DSR2 COMPROBÓ que el actuar de NN fue con INTENCIÓN, y en el caso particular ha quedado plenamente 
demostrado que la misma PRESENTÓ DECLARACIONES JURADAS CON DATOS FALSOS, SUMINISTRÓ INFORMACIONES 
INEXACTAS SOBRE SUS OPERACIONES DE COMPRAS (Numerales 3 y 5 del Art. 173 de la Ley) , y que además HIZO VALER 
ANTE LA ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA FORMAS MANIFIESTAMENTE INAPROPIADAS A LA REALIDAD DE LOS 
HECHOS GRAVADOS (Numeral 12 del Art. 174 de la Ley), ya que las operaciones consignadas en los comprobantes que 
utilizó como respaldo para la liquidación y declaración del IRACIS NO EXISTIERON.  
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Por tanto, NO ES CIERTO lo que NN aduce, ya que conforme a las evidencias obtenidas, quedó confirmado que se 
cumplen todos los presupuestos para calificar su conducta de acuerdo al tipo legal previsto en el Art. 172 de la Ley, por 
lo que corresponde aplicar la multa por Defraudación.  
 
En lo que respecta a la graduación de la sanción, el DSR2 concluyó que corresponde la aplicación de la multa del 150% 
sobre el monto del tributo defraudado, porque comprobó que se dieron las circunstancias establecidas en los 
numerales 1), 2) y 5) del Art. 175 de la Ley Tributaria porque NN a pesar de contar con la posibilidad de estar 
debidamente asesorada, pues inclusive durante los años controlados ya contaba con la obligación de presentar su 
Informe de Auditoría Impositiva, transgredió en dos ejercicios fiscales el Art. 7° de la Ley, al haber utilizado como 
respaldo de sus costos comprobantes relacionados a operaciones inexistentes. Como atenuante, el DSR2 tuvo en 
cuenta la rectificación de las DDJJ de los ejercicios fiscales 0000 y 0000 realizadas por la firma el 00/00/00, en las cuales 
desafectó los comprobantes cuestionados por la SET. 
 
Además, el DSR2 constató que NN presentó sus DDJJ Informativas de Hechauka con datos inexactos, ya que consignó 
en el Libro de Compras de IVA de los periodos fiscales de 00, 00 y 07/0000 montos de compras exentas en el campo 
correspondiente a las compras gravadas a las tasas del 5% y 10%, por lo que corresponde la aplicación de la multa por 
contravención de G 600.000 por cada declaración presentada, conforme a lo establecido en el Art. 12 de la RG N° 
48/2014. 
 
Finalmente, el DSR2 concluyó que corresponde determinar las obligaciones fiscales en concepto de multas. 
 
POR TANTO, en uso de las facultades legales conferidas en la RG N° 40/2014, 

 
LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN Y TÉCNICA TRIBUTARIA 

R E S U E L V E: 
 

Art. 1°. CALIFICAR la conducta de NN con RUC 00 como DEFRAUDACIÓN, de conformidad a lo establecido en el 
Art. 172 de la Ley N° 125/91, y SANCIONAR a la misma con la aplicación de la multa equivalente al 150% 
sobre el tributo defraudado, más las multas por CONTRAVENCIÓN establecidas en el Art. 12 de la RG N° 
48/2014, por un total de 49.315.365, conforme al siguiente detalle:  
 

OBLIGACIÓN 
EJERCICIO 

FISCAL 

MONTO 
IMPONIBLE 

S/LAS 
FACTURAS 

CUESTIONADAS 

IMPUESTO 
INCLUIDO EN LOS 
COMPROBANTES 

UTILIZADOS 

MULTA 150% s/ 
IMPUESTOS 

DEFRAUDADOS  

MULTAS A 
INGRESAR G 

IRACIS 2010 108.004.900 10.800.490 16.200.735 16.200.735 

IRACIS 2011 208.764.200 20.876.420 31.314.630 31.314.630 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

CONTRAVENCIÓN 0 0 0 600.000 

TOTAL 316.769.100 31.676.910 47.515.365 49.315.365 
 

Art. 2°. NOTIFICAR a la contribuyente conforme al Art. 200 de la Ley N° 125/91, a fin de que proceda a dar 
cumplimiento a lo dispuesto en la presente Resolución. 
 

Art. 3°. REMITIR los antecedentes a la Dirección General de Recaudación y de Oficinas Regionales, para proceder a 
realizar los ajustes de oficio que correspondan, en los términos de la presente Resolución. 
 

Art. 4°. COMUNICAR a quienes corresponda y cumplido archivar. 

 
 

ABG. ANTULIO BOHBOUT MONGELÓS 
ENCARGADO DE DESPACHO 

DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN Y TÉCNICA TRIBUTARIA  


